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1.- Primera, sobre petróleo y constitucionalidad
El pasado 24 de noviembre, y por primera vez después de la Reforma Energética del 2008, con un voto razonado en contra de Rogelio Gasca Neri, Consejero Profesional, el Consejo de Administración de Pemex aprobó los llamados contratos incentivados. Siempre ha habido contratos. Pero no incentivados. 
Se trata de los “Contratos de servicios para la evaluación, el desarrollo y la producción de hidrocarburos en las áreas de Magallanes, Carrizo y Santuario, en la Región Sur”. Y tienen una novedad. Permitirán que en una zona específica de explotación petrolera, las obras sean realizadas totalmente por privados, que deberán evaluar reservas, desarrollarlas y producir hidrocarburos. Ciertamente –al menos de manera formal– no se concesionan áreas que pertenecen a la Nación. No. Pero se asignan áreas exclusivas a privados para que realicen las obras y luego entreguen a ésta el petróleo y el gas descubiertos y extraídos. No se había hecho antes. Ni siquiera en el caso del gas natural. 
En cierto sentido, se han cuidado las formas. Pero creo que hay un cambio radical de interpretación del 27 Constitucional. Se hace aparecer este ejercicio de contratación incentivada como una acción por la que se paga un dinero en efectivo. Nunca petróleo en especie. Los ideólogos han sido relativamente cuidadosos con el diseño, tanto que la mismísima Suprema Corte de Justicia de la Nación los ha respaldado. Sí, así ha resultado del dictamen sobre la controversia promovida por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión en contra del Presidente de la República y otras autoridades, demandando la invalidez del Reglamento de la Ley de Petróleos Mexicanos emitido por el titular del Poder ejecutivo el 3 de septiembre del 2009 y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 4 del mismo mes y año, específicamente los artículos 2, fracciones I y IX, 14, 26, 27, 33, 40, 41, 62, 70, 71 y 72. 
Efectivamente, el pasado 30 de noviembre –una semana después de la aprobación de esos contratos en Pemex-  se presentó el caso al Pleno de la Corte por parte de la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos.  Y se resolvió que los contratos que se ofrecen a particulares se orientan a que dichos privados coadyuven con Pemex en sus tareas, pero no lo sustituyan. Eso se garantiza si se cumplen –Corte dixit- las  normas de contratos y, sobre todo, si los pagos por la contratación no se dan como porcentaje de ni de la producción ni de las ventas. La justificación conceptual se funda en la ratificación de la distinción entre actividades sustantivas y proyectos sustantivos. 
Nunca se podrán disminuir, rebasar o afectar las actividades sustantivas de Pemex, las que comprende la industria petrolera estatal, la petroquímica distinta de la básica y las que le señalan los artículos 3º y 4º de la Ley Reglamentaria del 27 Constitucional en materia de petróleo. Tres conceptos clave centraron la discusión de la Corte: 
1. Actividades sustantivas de carácter productivo
2. Sustantivos y,
3. Disposiciones sustantivas de contratación. 

Las primeras son las que se señalan en la Ley Reglamentaria del 27 Constitucional, en la Ley de Pemex y en sus reglamentos. Los segundos son el conjunto de actividades e inversiones necesarias para la realización de las actividades sustantivas, incluyendo su diseño y planeación. Y las disposiciones sustantivas de contratación, son las que se aplicarán a los proyectos sustantivos para realizar las actividades sustantivas. Las emitirá el Consejo de Administración de Pemex, como los Contratos aprobados el 28 de noviembre pasado. Aquí la clave del asunto. 
A decir de la Corte, el formato de proyecto aprobado el 24 de noviembre tiene toda la legitimidad y legalidad para que los privados realicen los proyectos sustantivos, que coadyuvarán –de  nuevo, Corte dixit- a que Pemex cumpla sus actividades sustantivas. Y buscar la preservación del valor económico del petróleo. Ya veremos en la siguiente reflexión, qué características tienen esos contratos. 
Mi opinión es que desdibujan lo sustancial de Pemex y manipulan el concepto de renta petrolera. Lo veremos. 

2.- Petróleo y constitucionalidad: segunda aproximación
Como decíamos en la primera reflexión, el pasado 24 de noviembre del 2010, el Consejo de Administración de Pemex aprobó los llamados contratos incentivados. Y como también anotamos, hubo un solo voto razonado en contra, el de Rogelio Gasca Neri, Consejero Profesional. Su razonamiento se sustenta en un argumento primordial: hay imprecisiones en la fórmula de pago o remuneración al contratista, y en el método de determinación de los costos que Pemex reconocerá a contratistas. En  consecuencia se cede renta petrolera a los particulares, lo que contraviene la Constitución. 
Pemex responde (Ver Consejo de Administración en www.pemex.com). En algunos aspectos sarcásticamente. ¡Qué pena! No ingresa a lo esencial que se pregunta. Por ejemplo, sin definirlo, asegura que el concepto de renta petrolera no está en la Constitución. Y –segundo ejemplo- cuando recita las once medidas del modelo de contrato incentivado, no profundizan en lo esencial que se discute. 
¿Qué es lo esencial? Lo que ordena  la Constitución: que se ejerza el dominio directo y que se explote directamente la producción petrolera. Ni siquiera la Suprema Corte lo hizo. Debería ser preocupación de todos, evaluar si Pemex conserva la capacidad para el dominio directo, para la explotación directa. Esencial de ello es –centro mi opinión- hacer las tareas petroleras primaras eficientemente. Parte de eso –no sólo- es el lograr la producción al menor costo, es decir, que se produzca el barril al menor costo. Y no sólo económico o financiero, sino también ecológico, social e incluso político. El asunto no es trivial. Hay estrechez de miras en el modelo de contratos incentivados, que –Pemex dixit - pretende incrementar su capacidad de ejecución, a través de un esquema rentable y competitivo. Con acciones que harán otros, hay que añadir. Que –asimismo Pemex dixit- pretenden que Pemex Exploración y Producción (PEP) tenga un flujo de efectivo positivo después de impuestos. Aunque PEP ya no haga las cosas, también hay que decirlo. Además –sigue diciendo Pemex- con un mecanismo de pago que incentiva el ahorro y la productividad. Sí, de lo que harán los privados, añadamos una vez más. Pero –una vez más Pemex asegura- serán resultado de una licitación pública. Insisto. Se desdibuja la orientación constitucional básica, la de la explotación directa. Incluso, en el campo estrictamente económico o financiero, no se ve cómo conservará o acrecentará Pemex su capacidad para ejercer un control estricto. 
¿Qué riesgos hay si no lo hace? Que los contratistas se apropien de parte sustantiva de la renta petrolera, propiedad de la Nación. No hay que ocultar que eso mismo ya ha sucedido. 
¿Qué es esa renta petrolera? La definición oficial (diferencia entre el valor de los hidrocarburos extraídos del subsuelo a precio de mercado internacional menos los costos de extracción eficientes) es incorrecta e inadecuada. Oculta los componentes del precio, acción insoslayable si se desea un manejo eficiente no sólo del proceso petrolero, también de sus ingresos. Esta definición puede aplicarse a lo que genéricamente podemos llamar excedente petrolero. Pero éste tiene componentes que deben ser diferenciados. Más allá del debate teórico sobre su origen, señalémoslos: 
1. Ganancia por la utilización del capital; 
2. Renta por ventaja tecnológica extraordinaria; 
3. Renta por mayor fertilidad de yacimientos respecto al  “marginal”, el de mayor costo cuya producción es requerida por el mercado; 
4. Sobreganancia por mercado favorable para productores. 
Confundir estos componentes conduce a aberraciones en su manejo, como las que hemos vivido en México desde hace casi 30 años, a través de los llamados Derechos de Extracción de Hidrocarburos y su utilización. Aquí, y una vez salvada su diferenciación, su determinación parte de la identificación del llamado costo eficiente. El asunto es central, independientemente de quién realice las tareas, trátese de una compañía estatal o una compañía privada.
Más aún por el mandato constitucional respecto a la propiedad nacional originaria de los recursos naturales y de sus beneficios. Una pregunta central, entonces, es si Pemex tiene hoy la capacidad para determinar esos costos eficientes, identificar los costos del yacimiento marginal en el mercado mundial y, consecuentemente, identificar los diversos componentes del excedente petrolero ¿Cómo se fortalece y acrecienta esa capacidad? ¿Los contratos incentivados abonan en ese sentido? La respuesta es de carácter técnico-económico. Da impresión que Pemex ha perdido mucha –muchísima- capacidad para resolver esas preguntas. Con estos contratos pudiera perder aún más. Profundizaremos en ello. Sin duda.  

3.- Energía y constitucionalidad: tercera aproximación

El cuarto párrafo del Artículo 27 de la Constitución señala que la Nación tendrá el dominio directo del petróleo y todos los carburos de hidrógeno, sólidos, líquidos o gaseosos. Y el sexto párrafo del mismo artículo indica que tratándose de petróleo y de los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos… no se otorgarán concesiones ni contratos, ni subsistirán los que en su caso se hayan otorgado y la Nación llevará a cabo la explotación de esos productos, en los términos que señale la Ley Reglamentaria respectiva. Antes de acercarnos a esa Ley Reglamentaria, recordemos tres mandatos constitucionales más: 
1. El párrafo cuarto del Artículo 28 de la Constitución determina que no constituirán monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva en las siguientes áreas estratégicas:…petróleo y los demás hidrocarburos; petroquímica básica;…; 
2. Y el quinto párrafo de ese mismo Artículo 28, dice que el Estado contará con los organismos y empresas que requiera para el eficaz manejo de las áreas estratégicas a su cargo; 
3. Mientras que el cuarto párrafo del Artículo 25 de la Constitución determina que el Sector Público tendrá a su cargo de manera exclusiva las áreas estratégicas señaladas en el Artículo 28, párrafo cuarto de la Constitución, manteniendo siempre el Gobierno Federal la propiedad y el control sobre los organismos que a en su caso se establezcan. 

Ahora bien, en los artículos primero y segundo de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 constitucional en el ramo del petróleo se ratifica lo señalado en la Constitución. Y en el tercero se define lo que es la industria del petróleo: la del dominio directo, en la que no se otorgarán concesiones ni contratos, la estratégica que no constituye monopolio y cuyas funciones deberán ser ejercidas de manera exclusiva por el Estado, que deberá contar con organismos o empresas para su eficaz manejo, y finalmente en la que el Sector Público tendrá a su cargo de manera exclusiva. Sí, según el artículo tercero de esta Ley Reglamentaria esa industria del petróleo incluye: 
I) Exploración, explotación,  refinación, transporte, almacenamiento, distribución y venta de primera mano de petróleo y productos de su refinación; 
II) Exploración, explotación, elaboración y  venta de primera mano de gas, así como el transporte y el almacenamiento indispensables y necesarios para interconectar su explotación y elaboración (se exceptúa el gas asociado a los yacimientos de carbón mineral); 
III) Elaboración, transporte, almacenamiento y distribución y venta de primera mano de aquellos derivados del petróleo y del gas que sean susceptibles de servir como materias primas industriales básicas y que constituyen petroquímicos básicos (etano, propano, butanos, hexano, heptano, materia prima para negra de humo, naftas y metano cuando provenga de carburos de hidrógeno obtenido de yacimientos ubicados en el territorio nacional y se utilice como materia prima en procesos industriales petroquímicos). 

Enseguida, el artículo cuarto de esta Ley Reglamentaria indica que el organismo encargado es Petróleo Mexicanos (Pemex) y sus organismos subsidiarios. Y el Artículo 28 del Reglamento, autoriza a Pemex y sus Organismos Subsidiarios a celebrar con personas físicas o morales los contratos de obras y de prestación de servicios requeridos para mejor realización de sus actividades relacionadas con la Industria Petrolera Estatal. Complementan esta normatividad –constitucional, legal y reglamentaria- dos normas más: La Ley de Pemex y el Reglamento de esa Ley de Pemex. 
Para situar el problema de los “Contratos Incentivados” citemos el Artículo Primero del Reglamento de la Ley de Pemex –el de la controversia constitucional recientemente desechada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación-, que en su inciso I llama Actividades Sustantivas de Carácter Productivo a las que realiza la Industria Petrolera Estatal, la petroquímica distinta de la básica y las demás que Pemex y sus organismos deban realizar de conformidad con los Artículos Tercero y Cuarto de la Ley Reglamentaria del 27 Constitucional, señalados aquí. Y en el II denomina Adquisiciones, Arrendamientos, Obras y Servicios de la Actividades Sustantivas de Carácter Productivo a las que se contraten con terceros para llevar a cabo obras y proyectos relacionados con las Actividades Sustantivas de Carácter Productivo.
Todo este largo camino por las normas para señalar que si bien es cierto que la Constitución determina que la industria petrolera es de dominio directo de la Nación, que en ella no se otorgarán concesiones ni contratos, que es estratégica y que no constituye monopolio, que sus funciones deberán ser ejercidas de manera exclusiva por el Estado, que –además- deberá contar con organismos o empresas para su eficaz manejo y, finalmente, que deberá quedar a cargo de manera exclusiva del Sector Público, en ella, justamente en ella,  se podrá contratar a terceros para realizar esas tareas exclusivas. Profundizaremos más sobre esto. 
Hoy, permítaseme terminar con un dato: pese al deterioro en la producción de crudo, en cuatro años el gobierno de Felipe Calderón ha captado cerca de 225 mil millones de dólares actuales del 2010 por concepto de Derechos de Extracción de Hidrocarburos, de renta petrolera. Supera ya lo captado en sexenio anterior alguno. Esta es la renta petrolera que está en juego en toda la discusión sobre los Contratos Incentivados. De veras.
4.- Petróleo y constitucionalidad: cuarta aproximación

A decir del Director General de Pemex, los Contratos Incentivados tienen por objeto lograr que empresas privadas extraigan el petróleo y el gas natural para Pemex. Debió decir en lugar de Pemex. Por eso no se entiende por qué asegura que aumentarán su capacidad de ejecución. Asegura que se trata de un mecanismo  que permitirá traer tecnología pues ésta –Director de Pemex dixit- no se compra en el supermercado,  se obtiene de la experiencia de ejecución. Sí, pero Pemex ejecutará cada vez menos. Es, un mecanismo –agrega- que permitirá traer rápidamente una tecnología de quien tiene experiencia en ciertas técnicas aplicadas para ciertos campos. 
Se empieza con licitaciones en los denominados Campos Maduros. El de Carrizo con un solo campo de 13 kilómetros cuadrados con 43 pozos perforados, ninguno en operación y con crudo del tipo pesado y extra-pesado. El de Magallanes con los campos Otates y Sánchez Magallanes de 169 kilómetros cuadrados y con 775 pozos perforados, 54 en operación que producen diariamente 6 mil 833 barriles de petróleo y 13.59 millones de pies cúbicos de gas, con crudo del tipo ligero. Y, finalmente, el de Santuario con los campos Caracolillo, el Golpe y Santuario de 130 kilómetros cuadrados y con 211 pozos perforados, 32 en operación que producen diariamente 6 mil 777 barriles de petróleo y 3.67 millones de pies cúbicos de gas, con crudo del tipo ligero. Todos ellos en el estado de Tabasco. Pero se pretende continuar con Chicontepec en el estado de Veracruz y con Aguas Profundas en el Golfo de México. 
El objeto de estos contratos es la ejecución de todos los servicios para la evaluación, desarrollo y producción de hidrocarburos dentro del área contractual (que podría reducirse o extenderse), de conformidad con lo establecido en las leyes aplicables, la experiencia y práctica prudentes de la industria y los términos y condiciones del contrato, dicen. En sus 34 cláusulas (cada una con varios numerales) y a través de sus 19 anexos, se ratifica que todo lo hace el contratista en los dos periodos del contrato: el de evaluación de reservas (con un Programa Mínimo a lograr); y el de desarrollo y producción de los campos evaluados (con un Plan de Desarrollo que incluirá obligaciones mínimas). Contará con un plazo de hasta 25 años. Podrá haber varias empresas participantes, pero siempre bajo una compañía líder. Ésta deberá cubrir todos los gastos para proveer todo el personal, la tecnología, materiales y financiamientos necesarios para prestar el servicio. 
Por ello recibirá una remuneración mensual, valor mínimo entre la suma acumulada del monto de precios de los servicios (vinculado a la tarifa de la licitación y el porcentaje de gastos recuperables), sujetos a cambio de acuerdo a la evolución ponderada de seis índices de precios de Estados Unidos que caracterizan los costos de la industria petrolera, y el monto del flujo de efectivo disponible (derivado de la cantidad producida, el precio de referencia y un ajuste de tipo fiscal). Todos los materiales adquiridos por el contratista pasarán a propiedad de Pemex. Además, los contratistas privados ocuparán a los trabajadores de Pemex, pero sólo que estén en los campos objeto de la licitación. En caso contrario, trabajarán exclusivamente con su propio personal. Se les obliga a capacitar personal de Pemex. Y a transferir tecnología. Y, a un extenso conjunto de obligaciones adicionales del contratista que van desde la búsqueda de la mejor forma de organización para prestar el servicio, hasta el otorgamiento pleno de facilidades para que el personal de Pemex realice la supervisión e inspección del servicio prestado, pasando por la obligación de entregar toda la información obtenida de la prestación del servicio. Asimismo la de realizar todo con respeto al medio ambiente. 
Toda producción se entregará a Pemex. El Contratista sólo recibirá el pago en efectivo por su servicio. En todo caso recibirá incentivos por su desempeño. De todos sus gastos sólo algunos son elegibles. Y de entre estos, también solo algunos son recuperables. Son elegibles los que se hacen para usar el terreno, los de personal, los derivados de contrata-ción de servicios, los de compra de materiales, los de operación y mantenimiento, los de almacenaje, ambiente, seguros y administrativos, los de capacitación y transferencia de tecnología. No son recuperables algunos, como por ejemplo, los derivados de la participa-ción en la convocatoria, los derivados del financiamiento al contratista o de pérdidas deri-vadas de coberturas,  o los gastos no señalados en los programas de trabajo, entre otros. 
Hay, además, cuatro indicadores con los que se evaluará el desempeño del contratista: 
1. Productividad; 
2. Manejo del presupuesto; 
3. Salud, seguridad y protección ambiental; 
4. Valor agregado nacional. De ahí el premio al buen desempeño. 
Más allá de muchísimos aspectos que –sin duda- exigen más reflexión y detalle, la novedad es que Pemex deja de hacer las cosas que la Constitución le ordena: supervisará, vigilará, inspeccionará, pero ya no hará la evaluación ni el desarrollo. Recibirá lo producido. Como la CFE que recibe la electricidad de los Productores Externos. Pero poco a poco perderá –como ha ido sucediendo- su fuerza. Y por más que revise e inspeccione,  no sabrá de los costos de manera directa. Y perderá la capacidad de determinar el monto correspondiente de renta petrolera. Y quedará a merced de esos contratistas. Sin duda.
5.- Petróleo y constitucionalidad: conclusiones
Comenta Sergio Benito Osorio –Observatorio Ciudadano de la Energía y  ex presidente de la Comisión de Energía de la Cámara de Diputados- que cuestionar la constitucionalidad de los “Contratos Incentivados” en Pemex no sólo tiene que ver con el artículo 27 de la Constitución, que ordena a la Nación llevar a cabo la explotación del petróleo y sus productos; o con el 28 Constitucional, que mandata al Estado ejercer de manera exclusiva las funciones en el área estratégica del petróleo y demás hidrocarburos, para lo cual, por cierto, deberá contar con los organismos y empresas que requiera para su eficaz manejo. No sólo. Insiste en que hay un ataque directo al 25 Constitucional, que mandata al Sector Público a tener a su cargo –de manera exclusiva- el área estratégica del petróleo y demás hidrocarburos, a más de ordenar al Gobierno Federal mantener siempre la propiedad y el control sobre los organismos que en su caso se establezcan para ello. 
Además, los contratistas –a quienes con estos contratos incentivados se otorgarían bloques completo para la evaluación/exploración, desarrollo y producción de hidrocarburos- realizarán algunas de las denominadas en la Ley de Pemex, actividades sustantivas de carácter productivo, justamente las que según esa misma Ley, corresponden a las señaladas en los artículos 3º y 4º de la Ley Reglamentaria del 27 Constitucional en el ramo del petróleo. Sí, los contratistas harán actividades reservadas a la Nación, al Estado, al Gobierno, a Pemex en lugar de éste. En todo caso, a su nombre, el de Pemex. Y para que haga ello se le pagará un porcentaje de los costos y una tarifa adicional.  Pero esas empresas contratadas, no serán  –como lo mandata el 25 de la Constitución- organismos propiedad del Gobierno Federal. Podrían, incluso –aberración clara- estar asociadas con Pemex para que el contrato dado a ellos sea más eficiente –Pemex dixit-. 
Sí, Pemex asegura que es conveniente aprovechar el marco legal para asociarse con la compañía contratada. Aquí está el núcleo duro de la novedad propuesta y aprobada por el Consejo de Administración de Pemex, no de manera unánime, por el voto en contra del Consejero Ciudadano Rogelio Gasca Neri (respaldado por el PRI). 
Pero, incluso al margen de estos aspectos constitucionales –de suyo ya graves y delicados, a pesar del pragmatismo cínico de muchos funcionarios actuales- sorprende su incapacidad para leer los “signos de los tiempos”. ¿Ejemplo? El caso de la explosión de Macondo, en las aguas profundas del Golfo de México, si no la más grave de la historia petrolera, una de las más graves. 
Si se lee con cuidado el reporte final de la comisión especial encargada de diagnosticar este gravísimo hecho (http://www.oilspillcommission.gov/final-report), es evidente que los miembros de esta comisión –a quienes no se puede tachar de nacionalistas retrógradas o trasnochados-  sugieren, solicitan, exigen, una reflexión cuidadosa sobre las prácticas del actual esquema de contratos en la industria petrolera y sobre la regulación petrolera. Esto debería hacerse en México, más todavía cuando tenemos retos petroleros de gran dimensión en nuestro futuro próximo. 
¿Qué han dicho –para sólo citar algunos casos-  el Órgano Interno de Control de Petróleos Mexicanos, la Comisión de Hidrocarburos, la Comisión Reguladora de Energía y, al menos uno más, la Secretaría de la Función Pública? 
Son siete las conclusiones de la Comisión Especial que analizó el caso Macondo. Todas nos obligan a una revisión de los esquemas de contratación y la regulación que –en última instancia- modulan el actuar petrolero contemporáneo:  
1. El evento pudo ser evitado; 
2. Fue causado por errores de las compañías que explotaron y  desarrollaron el yacimiento British Petroleum (operadora legal), Halliburton y Transocean, como señal evidente de que las prácticas industriales están lejos del cultura de la seguridad; 
3. Mostró que la exploración y la producción en aguas profundas tiene riesgos para los que no están listas ni las compañías, ni los reguladores gubernamentales, lo que exigen nueva preparación; 
4. Urge  una reforma de fondo que obligue a mejores prácticas petroleras, para salvaguardar vidas humanas y proteger el ambiente, pero también que modifique de raíz la regulación que se sigue en el caso de concesiones y contratos para explorar y producir hidrocarburos; 
5. La regulación por sí misma es incapaz de garantizar las buenas prácticas  y la seguridad y salvaguardias en la industria petrolera, por lo que las empresas petroleras deben fortalecer sus propios mecanismos de auto control y fortalecer más las garantías de su propia operación, de forma complementaria a regulaciones y supervisiones oficiales; 
6. La tecnología, las leyes y regulaciones, y las prácticas para enfrentar hoy los riesgos que implican la perforación y el desarrollo de campos en aguas profundas, están muy lejos de ser solventes, por lo que el gobierno debe cubrir esas deficiencias y obligar a las empresas a nuevas prácticas; 
7. Por último, la comprensión técnica y científica de los riesgos ambientales en casos como el de Macondo es inadecuada e insuficiente. 
En el contexto de la lectura y evaluación –no sólo constitucionales- de los contratos incentivados, la lectura del reporte oficial sobre el accidente del bloque 245 es reveladora. Las prácticas empresariales, y las formas y mecanismos de regulación  en México, también deben cambiar. No hay señales de una reflexión sobre ello. Ni sobre cómo prevenir "descuidos" e "inconsistencias" de compañías petroleras, como las que fallaron en Macondo. Menos aún de una revisión de formas, mecanismos y métodos de regulación...Lamentable, muy lamentable. 

6.- Epílogo: la obcecación privatizadora
En diversas ocasiones me he tomado la libertad de afirmar que nunca, ningún gobierno había recibido tanto dinero por concepto de renta petrolera. Una vez más tengo que decir-lo. Pero ahora –como se comprenderá- el ejercicio se aplica al gobierno actual. Y es que a través de los denominados Derechos de Extracción de Hidrocarburos –ingresos guberna-mentales que recogen la renta petrolera- en estos primeros cuatro años de gobierno, los excedentes petroleros captados por este concepto acumulan poco más de 200 mil millones de dólares corrientes, los que en dólares del 2010 equivalen a cerca de 220 mil millones. 
¿Sabe usted qué gobierno había sido hasta hoy el que más dólares había reunido por este concepto? Sí, lo señaló bien, el Gobierno de Vicente Fox, que en sus seis años recibió 210 mil millones de dólares constantes del 2010. Pero en seis años. Y el gobierno actual ya lo superó en cuatro. Además, algunas estimaciones conservadoras hacen pensar que en 2011 y 2012 el gobierno actual podría recibir  no menos de otros 80 mil millones de dólares más, lo que representaría cerca de 300 mil millones de dólares (de nuevo, constantes del 2010) en todo el sexenio. 
Justamente lo que ningún gobierno había recibido. La captación sexenal acumulada de estos derechos por el gobierno de Ernesto Zedillo, fue de un volumen equivalente a 102 mil 940 millones de dólares actuales. Y los Derechos de Extracción captado por el gobierno de Vicente Fox en su sexenio fueron –como ya mencionaba antes- de 209 mil 658 millones de dólares actuales, poco más del doble de lo captado en el sexenio de Zedillo. Por tercera ocasión en 10 años, entonces, me permito observar lo mismo. Sí, pese a la debacle petrolera –identificando como tal a la severa caída de la producción- primordialmente de nuestro Cantarell extinguido y la consecuente baja de exportaciones nunca, en sexenio alguno, se captó tanto por ese concepto de Derechos de Extracción de Hidrocarburos, como lo ha hecho –en sólo cuatro años- el gobierno de Felipe Calderón. 
Con datos reales a noviembre, y estimaciones preliminares a diciembre elaboradas por especialista del Observatorio Ciudadano de la Energía, http://www.energia.org.mx/, el nuevo volumen récord es de más de 200 mil millones de dólares. A estos habría que sumar lo que se recogerá por la Secretaría de Hacienda en 2011 y 2012, monto que –a decir también de especialistas del Observatorio Ciudadano de la Energía- en un escenario muy conservador podrían llegar a cerca de 80 mil millones de dólares más, lo que daría a este sexenio de Felipe Calderón –como también ya mencionaba antes- un volumen acumulado del orden de los 300 mil millones de dólares actuales del 2010. 
Se trata, como ya decíamos, de un monto superior en casi el 50 por ciento al captado en el gobierno de Fox. Y casi tres veces lo captado por el gobierno de Zedillo. Así casi cualquiera puede ser Secretario de Hacienda, dice un buen amigo, refiriéndose al actuario que ocupa la cartera antes ocupada por Ortiz Mena o por Beteta. Así, y a pesar del profundo deterioro de nuestra vida petrolera, este enorme volumen de recursos explica el similarmente enorme –incluso gigantesco- interés de muchísimas empresas petroleras nacionales y extranjeras, por ingresar aún más en el ámbito de las actividades de Pemex. Primordialmente en exploración y explotación primaria. Más aún cuando en el ámbito petrolero internacional, la espiral de costos crecientes se asoma cada día más al horizonte de la producción petrolera. Y no sólo porque la mayoría de los productores OPEP sigue –con todo derecho- racionalizando su participación en la producción mundial (30 a 35 por ciento), sino porque –efectivamente- el petróleo nuevo que se descubre en el mundo es de costos de producción cada vez mayores, incluso mucho mayores que los de Chicontepec, lo que ineludiblemente continúa y continuará garantizando un volumen enorme de renta petrolera  a productores de costos menores. ¿Quiénes? Aquellos cuyo costo sea  más barato o de menor costo respecto al yacimiento cuya producción es solicitada hoy por el mercado para completar una demanda que se recupera luego de la caída del 2009. 
No nos engañemos. Ya no hay petróleo barato. Y el petróleo caro sigue siendo la razón de fondo para la intervención de los grandes consumidores –Estados Unidos por delante con un consumo en el día de hoy superior a los 20 millones de barriles, de un total mundial cercano hoy también a los 88 millones de barriles diarios- en zonas no sólo de elevadas reservas, sino de costos de producción relativamente bajos, llámese Irak, Libia, Egipto o –que me perdone doña Michelle Obama- México. En ese contexto los contratos llamados incentivados, los que de hecho entregan la explotación y el desarrollo de campos a los privados nacionales y extranjeros, no son sino una estupidez más de las que se han cometido en la industria petrolera mexicana, a más de ser –incluso- una muestra de la obcecación anticonstitucional de los personeros del gobierno actual, enamorados del ahorro externo. No menos que eso. Sin duda.
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